
DECLARACIÓN RESPONSABLE DE EXCENCIÓN DE USO DE MASCARILLA  

     El portador declara que: no tiene obligación de uso de mascarilla, por supuestos del art. 6.2 del Real 
Decreto-Ley 21/2020, del 9/6, act. 8/7: “La obligación contenida en el apartado anterior no será exigible a 
las personas que presenten algún tipo de enfermedad o dificultad respiratoria que pueda verse agravada 
por el uso de la mascarilla o que, por su situación de discapacidad o dependencia, no dispongan de 
autonomía para quitarse la mascarilla, o bien presenten alteraciones de conducta que hagan inviable su 
utilización. Tampoco será exigible en el caso de ejercicio de deporte individual al aire libre, ni en los 
supuestos de fuerza mayor o situación de necesidad o cuando, por la propia naturaleza de las actividades, 
el uso de la mascarilla resulte incompatible, con arreglo a las indicaciones de las autoridades sanitarias.”  

No hay obligación de especificar motivos de los descritos en el artículo 6.2 ni de mostrar ningún otro 
documento, ni identificarse por no usar mascarilla y ningún agente de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
del Estado, tiene justificación legal para pedir acreditación ni identificación a este respecto, porque  violaría 
el derecho fundamental de la Constitución, artículo 18.1: Honor e Intimidad. También vulneraría la Ley De 
Protección De Datos Especialmente Protegidos por Ley Orgánica 3/2018, de 5/12. En el artículo 9.1 del 
Reglamento (UE) 2016/679 del parlamento europeo y del consejo de 27/4/ 2016 relativo a protección de las 
personas físicas y tratamiento de datos personales. La carga de la prueba recae sobre quien ACUSA. Por ello, 
al haber varias excepciones al uso obligatorio de mascarilla en el Real Decreto Ley 21/2020, será quien 
ACUSA quien deba demostrar por qué motivo el portador no estaría exento por ley del USO de la mascarilla.  

Acusar sin pruebas vulnera el Derecho Fundamental/Constitución Española, artículo 24.2/ presunción 
de inocencia, y en tratados internacionales como el Convenio Europeo de Derechos Humanos 1950/art. 6.2: 
“toda persona acusada de una infracción se presume inocente hasta que su culpabilidad sea legalmente 
establecida”. La autoridad o persona que insista en vulnerar estos derechos, deberá mostrar su DNI o carnet 
de profesional, y el portador de este documento actuará según artículo 404 y 172 del Código Penal, coacción 
y/o prevaricación respectivamente. Responderá el acusador ante la Agencia Española de Protección de 
Datos, sin perjuicio de otras acciones legales. Declaro que puedo grabar vídeo de la intervención, dando este 
documento a quien ACUSA para que lo lea. El vídeo será para efecto legal, copia privada salvo que se trate 
de agentes públicos. En caso de contradicción de Real Decreto 21/2020 de 09/6, y resolución de Comunidad 
Autónoma, será de aplicación la normativa nacional con rango de ley general, al tener competencia en 
salud el Estado, conforme al artículo 149 de la CE. En base al artículo 1.2 del Real Decreto de 24 /07/1889 se 
publica en el Código Civil: "Carecerán de validez las disposiciones que contradigan otra de rango superior."  
Si se mantiene 1,5 metro de distancia, no es exigible el uso de mascarillas, salvo en transporte público.  

ANEXO. DELITOS DEL FUNCIONARIO PÚBLICO. El art. 404 del Código Penal dice “A la autoridad 
o funcionario público que, a sabiendas de su injusticia, dictare una resolución arbitraria en un asunto 
administrativo se le castigará con la pena de inhabilitación especial para empleo o cargo público y para el 
ejercicio del derecho de sufragio pasivo por tiempo de nueve a quince años”. El art. 172 del Código Penal 
dice que “El que, sin estar legítimamente autorizado, impidiere a otro con violencia hacer lo que la ley no 
prohíbe, o le compeliere a efectuar lo que no quiere, sea justo o injusto, será castigado con la pena de 
prisión de seis meses a tres años o con multa de 12 a 24 meses, según la gravedad de la coacción o de los 
medios empleados”. DELITOS CONTRA DERECHOS INDIVIDUALES art. 541. “El Funcionario público que 
expropie a una persona de sus bienes (como quitar el móvil) fuera de los casos permitidos y sin cumplir los 
requisitos legales, incurrirá en penas de inhabilitación especial para empleo y cargo público de 1 a 4 años y 
multa de 6 a 12 meses”. art. 542. “Incurrirá en pena de inhabilitación especial para empleo y cargo público 
por tiempo de 1 a 4 años, el funcionario público que impida a una persona el ejercicio de otros derechos 
reconocidos por la Constitución y otras leyes”. Para el presente caso, queda el receptor comunicado que el 
portador recurrirá a las Leyes, tanto nacionales como internacionales hasta sus últimas consecuencias. 
 
 
 

En ______________________________a____de__________ de 202___. Fdo: 

 


